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Oficio Nro. AN-SG-2021-0107-O

Quito, D.M., 12 de febrero de 2021

Asunto: Ley Orgánica Reformatoria del Código Orgánico Integral Penal en materia Anticorrupción
 

 

Ingeniero

Hugo Enrique Del Pozo Barrezueta

Director

REGISTRO OFICIAL DE ECUADOR
En su Despacho 

 

 

De mi consideración: 

 

La Asamblea Nacional, de conformidad con las atribuciones que le confiere la Constitución de la
República del Ecuador y la Ley Orgánica de la Función Legislativa, discutió y aprobó la LEY
ORGÁNICA REFORMATORIA DEL CÓDIGO ORGÁNICO INTEGRAL PENAL EN
MATERIA ANTICORRUPCIÓN. 

  

En sesión del 11 de febrero de 2021, el Pleno de la Asamblea Nacional conoció y se pronunció sobre la
objeción parcial de la referida Ley, presentada por el señor licenciado Lenín Moreno Garcés, Presidente
Constitucional de la República.  

  

Por lo  expuesto, y tal como dispone el artículo 138 de la Constitución de la República del Ecuador y el
artículo 64 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, acompaño el texto de la LEY ORGÁNICA
REFORMATORIA DEL CÓDIGO ORGÁNICO INTEGRAL PENAL EN MATERIA 
ANTICORRUPCIÓN, para que se sirva publicarlo en el Registro Oficial. 
  

Con sentimientos de distinguida consideración. 
 

Atentamente, 

 

 

Documento firmado electrónicamente

Dr. Javier Aníbal Rubio Duque

SECRETARIO GENERAL  
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- Ley

- Certificación
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CERTIFICACIÓN

En mi calidad de Secretario General de la Asamblea Nacional, me permito 
CERTIFICAR que el día 28 de noviembre de 2020, la Asamblea Nacional 
discutió en primer debate el “PROYECTO DE LEY ORGÁNICA 
REFORMATORIA DEL CÓDIGO ORGÁNICO INTEGRAL PENAL EN 
MATERIA ANTICORRUPCIÓN”; y, en segundo debate el día 15 de 
diciembre de 2020, siendo en esta última fecha finalmente aprobado. Dicho 
proyecto fue objetado parcialmente por el Presidente Constitucional de la 
República, el 15 de enero de 2021. Finalmente, y de conformidad con lo 
señalado en el artículo 138 de la Constitución de la República del Ecuador 
y el artículo 64 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, fue aprobada 
la “LEY ORGÁNICA REFORMATORIA DEL CÓDIGO ORGÁNICO 
INTEGRAL PENAL EN MATERIA ANTICORRUPCIÓN” por la Asamblea 
Nacional el 11 de febrero de 2021.

Quito, 12 de febrero de 2021

DR. JAVIER RUBIO DUQUE 
Secretario General 

Firmado electrónicamente por:

JAVIER
ANIBAL RUBIO

~,1~ 
ASAMBLEA NACIONAL 
REPÚBLICA DEL ECUADOR 
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ItEPlIBLICA DEL ECUADOR 

~9!/~t~ v¼x-ional 
EL PLENO 

CONSIDERANDO 

Que, la Constitución de la República del Ecuador determina, en el artículo 3 
numeral 8, que son deberes primordiales del Estado garantizar a sus 
habitantes al derecho a una cultura de paz, a la seguridad integral y a vivir 
en una sociedad democrática y libre de corrupción; 

Que, la Carta Magna determina en el artículo 83 numeral 8, de los deberes y 
responsabilidades de las ecuatorianas y los ecuatorianos, el administrar el 
patrimonio público honradamente y con apego irrestricto a la Ley, así como 
también, denunciar y comhatir los actos de corrupción; 

Que, la Constitución en el artículo 227 prescribe que , la administracion pública 
constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de 
eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, 
coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación; 

Que, la Constitución en el artículo 229 establece que, serán servidoras o 
servidores públicos todas las personas que, en cualquier forma o a 
cualquier título, trabajen, presten servicios o ejerzan un cargo, función o 
dignidad dentro del sector público; 

Que, el artículo 233 primer párrafo de la Carta Fundamental establece que 
ninguna servidora ni servidor público estará exento de responsabilidades 
por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones o por omisiones, y 
serán responsables administrativa, civil y penalmente por el manejo y 
administración de fondos, bienes o recursos públicos; 

Que, la misma disposición, en el segundo párrafo, señala que las servidoras o 
servidores públicos y los delegados o representantes a los cuerpos 
colegiados a las instituciones del Estado, estarán sujetos a las sanciones 
establecidas por delitos de peculado, cohecho, concusión y enriquecimiento 
ilícito. La acción para perseguirlos y las penas correspondientes serán 
imprescriptibles y en estos casos, los juicios se iniciarán y continuarán 
incluso en ausencia de las personas acusadas. Estas normas también se 
aplicarán a quienes participen en estos delitos, aun cuando no tengan las 
calidades antes señaladas; 

Que, la Convención de las Naciones · Unidas contra la Corrupción y la 
Convención Interamericana contra la Corrupción constituyen norma para 
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los estados en cuanto a la prevención y represión de actos irregulares 
cometidos por servidores públicos; y, 

En ejercicio de los deberes y atribuciones previstas en el numeral 6 del artículo 
120 de la Constitución de la República, en concordancia con el numeral 6 del 
artículo 9 de la Ley Orgánica de la Función. Legislativa, resuelve expedir la 
siguiente: 

LEY ORGÁNICA REFORMATORIA DEL CÓDIGO ORGÁNICO INTEGRAL PENAL 
EN MATERIA ANTICORRUPCIÓN 

Artículo 1.- En el artículo 45, agréguese a continuación del numeral 6, el 
siguiente: 

"7. Se considerarán circunstancias atenuantes de la responsabilidad penal de las 
personas jurídicas, las siguientes: 

a) De forma espontánea haber denunciado o confesado la comisión del delito 
antes de la formulación de cargos con la que inicie la instrucción fiscal, o durante 
su desarrollo, siempre que no haya conocido formalmente sobre su inicio. 

b) Colaborar con la investigación aportando elementos y pruebas, nuevas y 
decisivas, antes de su inicio, durante su desarrollo o inclusive durante la etapa 
de juicio. 

c) Reparar integralmente los daños producidos por la comisión del delito, antes de 
la etapa de juicio. 

d) Haber implementado, antes de la comisión del delito, sistemas de integridad, 
normas, programas y/ o políticas de cumplimiento, prevención, dirección y/ o 
supervisión, a cargo de un departamento u órgano autónomo en personas 
jurídicas de mayor dimensión, o una persona responsable en el caso de pequeñas 
y medianas empresas, cuyo funcionamiento se incorpore en todos los niveles 
directivos, gerenciales, asesores, administrativos, representativos y operativos de 
la organización." 

Artículo 2.- Agréguese a continuación del numeral 20 del artículo 4 7, el siguiente 
numeral: 

"21. Haber sido sentenci_ada previamente por el mismo delito en el caso de las 
personas jurídicas o valerse de otras personas jurídicas nacionales o extranjeras 
para el cómetimiento del delito, o valerse de la normativa vigente para evadir la 
responsabilidad en el cometimiento de los ilícitos." 
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Artículo 3.- Sustitúyase el primer párrafo del artículo 49, por el siguiente texto: 

"Art. 49.- Responsabilidad de las personas jurídicas.- En los supuestos 
previstos en este Código, las personas jurídicas nacionales o extranjeras de 
derecho privado son penalmente responsables por los delitos cometidos para 
beneficio propio o de sus asociados, por la acción u omisión de quienes ejercen su 
propiedad o control, sus órganos de gobierno o administración, apoderadas o 
apoderados, mandatarias o mandatarios, representantes legales o 
convencionales, agentes, operadoras u operadores, factores, delegadas o 
delegados, terceros que contractualmente o no, se inmiscuyen en una actividad 
de gestión, ejecutivos principales o quienes cumplan actividades de 
administración, dirección y supervisión y, en general, por quienes actúen bajo 
órdenes o instrucciones de las personas naturales citadas. 

La responsabilidad penal de la persona jurídica es independiente de la 
responsabilidad penal de las personas naturales que intervengan con sus 
acciones u omisiones en la comisión del delito. La responsabilidad penal de la 
persona jurídica subsistirá aun cuando no haya sido posible identificar a la 
persona natural infractora. 

No hay lugar a la determinación de la responsabilidad penal de la persona 
jurídica, cuando el delito se comete por cualquiera de las personas naturales 
indicadas en el inciso primero, en beneficio de un tercero ajeno a la persona 
jurídica. 

La responsabilidad penal de la persona jurídica se atenuará de conformidad con 
el número 7 del artículo 45 del presente Código. Los sistemas de integridad, 
normas, programas y/o políticas de cumplimiento, prevención, dirección y/o 
supervisión, deberán incorporar los siguientes requisitos mínimos, sin perjuicio 
de las disposiciones del Reglamento que se dicte para el efecto, y de otras normas 
específicas: 

1. Identificación, detección y administración de actividades en las que se presente 
riesgo; 

2. Controles internos con responsables para procesos que representen riesgo; 

3 . . Supervisión y monitoreo continuo, tanto interna, como evaluaciones 
independientes de los sistemas, programas y políticas, protocolos o 
procedimientos para la adopción y ejecución de decisiones sociales; 

4. Modelos de gestión financiera; 
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5. Canal de denuncias; 

6. Código de Ética; 

7. Programas de capacitación del personal; 

8. Mecanismos de investigación interna; 

9. Obligación de informar al encargado de cumplimiento sobre posibles riesgos o 
incumplimientos; 

10. Normas para sancionar disciplinariamente las vulneraciones del sistema; y, 

11. Programas conozca a su cliente o debida diligencia." 

Artículo 4.- En el artículo 60, sustitúyase el numeral 14 por el siguiente: 

"14. Inhabilitación para .contratar con el Estado que se aplicará en sentencias 
condenatorias ejecutoriadas por delitos de: peculado, enriquecimiento ilícito, 
cohecho, concusión, tráfico de influencias, ofertas de realizar tráfico de 
influencias, testaferrismo, sobreprecios en contratación pública, actos de 
corrupción en el sector privado, lavado de activos, asociación ilícita y 
delincuencia organizada; pena no privativa de la libertad que será comunicada al 
organismo técnico regulatorio del Sistema Nacional de Contratación Pública." 

Artículo 5.- Sustitúyase el segundo párrafo del artículo 68 por el siguiente: 

"En el caso de los delitos de peculado, enriquecimiento ilícito, cohecho, 
concusión, tráfico de influencias, oferta de realizar tráfico de influencias, 
testaferrismo, lavado de activos, asociación ilícita, delincuencia organizada, 
obstrucción de la justicia, sobreprecios en contratación pública; y, actos de 
corrupción en el sector privado, los jueces de forma obligatoria aplicarán esta 
sanción por un lapso de entre diez y veinticinco años." 

Artículo 6.- Sustitúyase el tercer párrafo del numeral 2 del artículo 69 por el 
siguiente: 

"En caso de sentencia condenatoria ejecutoriada, dentro de procesos penales por 
lavado de activos, cohecho, concus1on, peculado, enriquecimiento ilícito, 
delincuencia organizada, obstrucción de la justicia, sobreprecios en contratación 
pública, actos de corrupción en el sector privado, testaferrismo, trata de personas 
y tráfico ilícito de migrantes, terrorismo y su financiamiento, y delitos 
relacionados con sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, si tales bienes, 
fondos o activos, productos e instrumentos no pueden ser comisados, la o el 
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juzgador dispondrá el comiso de cualquier otro bien de propiedad del condenado, 
por un valor equivalente, aun cuando este bien no se encuentre vinculado al 
delito." 

Artículo 7.- Sustitúyase el último párrafo del artículo 77 por el siguiente: 

"Las personas condenadas con sentencia ejecutoriada por la comisión de delitos 
de peculado, enriquecimiento ilícito, concusión, cohecho, tráfico de influencias, 
oferta de realizar tráfico de influencias y testaferrismo; obstrucción de la justicia, 
sobreprecios en contratación pública, actos de corrupción en el sector privado, 
así corno, lavado de activos, asociación ilícita y delincuencia organizada 
relacionados con actos de corrupción, responderán con sus bienes hasta el monto 
de la reparación integral del Estado y la sociedad." 

Artículo 8.- A continuación del artículo 270 agréguese el siguiente artículo: 

"Art. 270.1. Obstrucción de la justicia.- Será sancionada con pena privativa de 
libertad de tres a cinco años, la persona que, mediante el uso de fuerza física, 
amenazas o intimidación, o la promesa, el ofrecimiento o la concesión de un 
beneficio, en todo tipo de procesos judiciales, ejecuta una o varias de las 
siguientes conductas: 

1.- Impida la prestación de testimonio o la aportación de prueba; 

2.- Induzca a una persona a prestar falso testimonio; y/o, 

3.- Interfiera ilegítimamente en la libertad de actuación de jueces y fiscales. 

Se aplicará el máximo de la pena prevista cuando se realice aprovechándose de 
una declaratoria de emergencia o estado de excepción." 

Artículo 9.- Sustitúyase el artículo 278 por el siguiente: 

"Art. 278.- Peculado.- Las o los servidores públicos; las personas que actúen en 
virtud de una potestad estatal en alguna de las instituciones del Estado; o, los 
proveedores del Estado que, en beneficio propio o de terceros, abusen, se 
apropien, distraigan o dispongan arbitrariamente de bienes muebles o inmuebles, 
dineros públicos, efectos que los representen, piezas, títulos o documentos que 
estén en su poder en virtud o razón de su cargo, serán sancionados con pena 
privativa de libertad de diez a trece años. 

Serán sancionados con la misma pena como responsables de peculado las o los 
funcionarios, administradores, ejecutivos o empleados de las instituciones del 
Sistema Financiero Nacional que realicen actividades de intermediación 
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financiera, así como los miembros o vocales de los directorios y de los consejos de 
administración y vigilancia de estas entidades; que, en beneficio propio o de 
terceros, abusen, se apropien, distraigan o dispongan arbitrariamente de bienes 
muebles o inmuebles, dineros privados, efectos que los representen, piezas, 
títulos o documentos que estén en su poder en virtud o razón de su cargo. 

Serán sancionados con las siguientes penas, cuando: 

1. Con pena privativa de libertad de cinco a siete años: 

a. Si utilizan, en beneficio propio o de terceras personas, trabajadores 
remunerados por el Estado o por las entidades del sector público o bienes 
del sector público, cuando esto signifique lucro o incremento patrimonial. 

b. Si se aprovechan económicamente, en beneficio propio o de terceras 
personas, de estudios, proyectos, informes, resoluciones y más 
documentos, calificados de secretos, reservados o de circulación 
restringida, que estén o hayan estado en su conocimiento o bajo su 
dependencia en razón o con ocasión del cargo que ejercen o han ejercido. 

2. Con pena privativa de libertad de siete a diez años: 

a. Si obtienen o conceden créditos vinculados, relacionados o 
intercompañías, violando expresas disposiciones legales respecto de esta 
clase de operaciones, en perjuicio de la Institución Financiera. 

b. A los beneficiarios que intervengan en el cometimiento de este ilícito y a la 
persona que preste su nombre para beneficio propio o de un tercero, 
aunque no posea las calidades previstas en el primer párrafo. 

3. Con pena privativa de libertad de diez a trece años: 

a. Si arbitrariamente disponen, se apropian o distraen los fondos, bienes, 
dineros o efectos privados que los representen. 

b. Si hubiesen ejecutado dolosamente operaciones que disminuyan el activo o 
incrementen el pasivo de la entidad. 

c. Si disponen de cualquier manera el congelamiento o retención arbitraria o 
generalizada de los fondos o depósitos en las instituciones del Sistema 
Financiero Nacional, causando directamente un perjuicio económico a sus 
socios, depositarios, cuenta partícipes o titulares de los bienes, fondos o 
dinero. 

d. Si causan la quiebra fraudulenta de entidades del Sistema Financiero 
Nacional. 
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e. Si evaden los procedimientos pertinentes de contratación pública 
contenidos en la Ley de la materia. En este caso también se impondrá una 
multa correspondiente al valor de la contratación arbitraria que se 
desarrolló. Además, cuando se establezca la existencia y responsabilidad 
por el delito mediante sentencia condenatoria ejecutoriada, la o el juzgador 
declarará, como consecuencia accesoria del delito, la terminación 
unilateral y anticipada del contrato sobre el cual verse la infracción, sin 
derecho a indemnización ni pago de daño alguno a favor del proveedor. 

Se aplicará el máximo de la pena prevista en los siguientes casos: cuando se 
realice aprovechándose de una declaratoria de emergencia o estado de excepción; 
cuando se realice con fondos o bienes destinados a programas de salud pública, 
alimentación, educación, vivienda o de la seguridad social; o, cuando estuvieren 
relacionados directamente con áreas naturales protegidas, recursos naturales, 
sectores estratégicos, o defensa nacional. 

Las o los sentenciados por las conductas previstas en este artículo quedarán 
inhabilitadas o inhabilitados de por vida para el desempeño de todo cargo 
público, todo cargo en entidad financiera o en entidades de la economía popular y 
solidaria que realicen intermediación financiera. 

Serán también responsables de peculado los administradores y los miembros del 
directorio de las empresas públicas, cuando por su acción u omisión los 
resultados empresariales y financieros anuales de dicha empresa pública estén 
por debajo de los índices de gestión fijados, especialmente cuando haya reducción 
de ingresos de más del 10% en comparación con el ejercicio económico anterior, 
sin justificación alguna de por medio y cuando haya reducción del resultado 
operacional, o pérdida económica en comparación con el ejercicio económico 
anterior, en más del 25% sin justificación alguna de por medio, ocasionando de 
tal forma la reducción, y por ende pérdida de recursos estatales, y cuando tales 
pérdidas se produjeron en beneficio propio o de terceros. 

La acción penal tomará en cuenta la asistencia de expertos nacionales e 
internacionales para determinar la existencia de factores externos o macro de 
mercado inherentes a cada sector, que pudiesen haber incidido en reducciones 
drásticas de ingresos o de impacto financiero, así como para determinar si la 
asignación de presupuestos y metas empresariales ha sido adecuada, y si en caso 
de haber existido deficiencias se tomaron las medidas correctivas empresariales 
pertinentes." 

Artículo 10.- Sustitúyase el artículo 280 por el siguiente: 
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"Art. 280.- Cohecho.- Las o los servidores públicos y las personas que actúen en 
virtud de una potestad estatal en alguna de las instituciones del Estado, que 
reciban o acepten, por sí o por interpuesta persona, donativo, dádiva, promesa, 
ventaja, beneficio inmaterial o beneficio económico indebido u otro bien de orden 
material para sí o un tercero, sea para hacer, omitir, agilitar, retardar o 
condicionar cuestiones relativas a sus funciones, serán sancionados con pena 
privativa de libertad de tres a cinco años. 

Se entenderá como beneficio inmaterial, a todo aquel beneficio o ventaja 
intangible que, por su naturaleza al no tener un valor económico o patrimonial 
cuantificable, no es susceptible de valoración alguna. 

Si la o el servidor público, . ejecuta el acto o no realiza el acto debido, será 
sancionado con pena privativa de libertad de cinco a siete años. 

Si la conducta descrita es para cometer otro delito, la o el servidor público, será 
sancionado con pena privativa de libertad de siete a diez años. 

La persona que bajo cualquier modalidad ofrezca, dé o prometa a una o a un 
servidor público donativos, dádivas, presentes, promesas, derechos, cuotas, 
contribuciones, rentas, intereses, ventajas, sueldos, gratificaciones, beneficios 
inmateriales o beneficios económicos indebidos u otro bien de orden material 
para hacer, omitir, agilitar, retardar o condicionar cuestiones relativas a sus 
funciones o para cometer un delito, será sancionada con las mismas P,enas 
señaladas para los servidores públicos. 

La persona que ofrezca, dé o prometa donativos, dádivas, presentes, promesas, 
derechos, cuotas, contribuciones, rentas, intereses, ventajas, sueldos, 
gratificaciones, beneficios inmateriales o beneficios económicos indebidos u otro 
bien de orden material, a un funcionario público extranjero, a cualquier persona 
que · ejerza una función pública para un país extranjero, incluso para un 
organismo público o en una empresa pública, o cualquier funcionario o 
representante de un organismo público internacional ya sea que lo haga en forma 
directa o mediante intermediarios, para beneficio de este o para un tercero o, 
para que ese funcionario que en relación con el cumplimiento de deberes oficiales 
actúe o se abstenga de hacerlo, será sancionado con las mismas penas señaladas 
para los servidores públicos. 

También se aplicará el máximo de la pena prevista cuando se realice 
aprovechándose de una declaratoria de emergencia o estado de excepción. 
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En caso de determinarse responsabilidad de la persona jurídica será sancionada 
con la disolución y liquidación y el pago de una multa de quinientos a mil 
salarios básicos unificados del trabajador en general." 

Artículo 11.- Sustitúyase el artículo 281, por el siguiente: 

"Art. 281.- Concusión.- Las o los servidores públicos y las personas que actúen 
en virtud de una potestad estatal en alguna de las instituciones del Estado, 
determinadas en la Constitución de la República, sus agentes o dependientes 
oficiales que abusando de su cargo o funciones, por sí o por medio de terceros, 
ordenen o exijan la entrega de donativos, dádivas, presentes, promesas, derechos, 
cuotas, contribuciones, rentas, intereses, ventajas, sueldos, gratificaciones, 
beneficios inmateriales o beneficios económicos indebidos u otro bien de orden 
material, serán sancionados con pena privativa de libertad de tres a cinco años. 

Si la conducta prevista en el párrafo anterior se realiza mediante violencias o 
amenazas, la o el servidor público, será sancionado con pena privativa de libertad 
de cinco a siete años. 

Se aplicará el máximo de la pena prevista cuando se realice aprovechándose de 
una declaratoria de emergencia o estado de excepción." 

Artículo 12.- Sustitúyase el artículo 285, por el que sigue: 

"Art. 285.- Tráfico de influencias.- Las o los servidores públicos, y las personas 
que actúen en virtud de una potestad estatal en alguna de las instituciones del 
Estado, enumeradas en la Constitución de la República, prevaliéndose de las 
facultades de su cargo o de cualquier otra situación derivada de su relación 
personal o jerárquica, ejerza influencia en otro servidor para obtener un acto o 
resolución que generare un beneficio económico o inmaterial favorable a sus 
intereses o de terceros, serán sancionados con pena privativa de libertad de tres a 
cinco años. 

Están incluidos dentro de esta disposición las y los vocales o miembros de los 
organismos administradores del Estado o del sector público en general que, 
conociendo de esta arbitraria influencia, con su voto, cooperen a la comisión de 
este delito. 

Se aplicará el máximo de la pena prevista cuando se cometa aprovechándose de 
una declaratoria de emergencia o estado de excepción. 
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En caso de determinarse responsabilidad de la persona jurídica será sancionada 
con la disolución y liquidación y el pago de una multa de quinientos a mil 
salarios básicos unificados del trabajador en general." 

Artículo 13.- Sustitúyase el artículo 286", por el que sigue: 

"Art. 286.- Oferta de realizar tráfico de influencias.- La persona que, 
ofreciéndose a realizar la conducta descrita en el artículo anterior, solicite 
arbitrariamente de terceros: donativos, dádivas, presentes, promesas, derechos, 
cuotas, contribuciones, rentas, intereses, ventajas, sueldos, gratificaciones, 
beneficios inmateriales o beneficios económicos indebidos u otro bien de orden 
material, para sí o para un tercero, por sí o por interpuesta persona o acepte 
ofrecimiento o promesa, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a 
cinco años. 

Se aplicará el máximo de la pena prevista cuando se realice aprovechándose de 
una declaratoria de emergencia o estado de excepción." 

Artículo 14.- Luego del artículo 294 agréguese el siguiente artículo: 

"Art. 294.1.- Sobreprecios en contratación pública.- Las o los servidores 
públicos, las personas que actúen en virtud de una potestad estatal en alguna de 
las instituciones del Estado; o, los proveedores del Estado que realicen 
arbitrariamente los procesos de contratación pública con evidente y comprobado 
sobreprecio al precio ordinario establecido por el mercado y determinado como tal 
por la Contraloría General del Estado, serán sancionados con pena privativa de 
libertad de cinco a siete años. 

El informe de la Contraloría General del Estado que detennina la existencia del 
sobreprecio en contratación pública, deberá ser otorgado por dicha entidad, en el 
plazo máximo de quince días contados a partir de la fecha de la solicitud 
efectuada por la o el fiscal. 

Si la conducta prevista en el primer párrafo ha sido cometida aprovechándose de 
una declaratoria de emergencia o estado de excepción, serán sancionadas con el 
máximo de la pena prevista." 

Artículo 15.- A continuación del artículo 320 agréguese el siguiente artículo: 

"Art. 320.1.- Actos de corrupción en el sector privado.- El director, . gerente 
general, administrador, ejecutivo principal, accionistas, socios, representantes 
legales, apoderados, asesores, auditores, abogados patrocinadores o cualquier 
empleado que ejerza cargos de dirección en una persona jurídica de derecho 
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privado, organización no gubernamental, asociación, fundación, comité, incluidas 
las entidades irregulares, que intencionalmente acepte, reciba o solicite 
donativos, dádivas, presentes, promesas, derechos, cuotas, contribuciones, 
rentas, intereses, ventajas, sueldos, gratificaciones, beneficios inmateriales o 
beneficios económicos indebidos u otro bien de orden material, omita o cometa 
un acto que permita favorecerse a sí mismo o a un tercero, en el curso de 
actividades económicas, financieras o comerciales, será sancionada con pena 
privativa de libertad de cinco a siete años, y multa de quinientos a mil salarios 
básicos unificados del trabajador en general. 

Será sancionada con la misma pena del párrafo anterior la persona que en forma 
directa o indirecta, prometa, ofrezca o conceda a directores, gerentes, 
administradores, ejecutivos principales, accionistas, socios, representantes 
legales, apoderados, asesores o cualquier empleado que ejerza cargo de 
dirección en una persona jurídica de derecho privado, organizac1on no 
gubernamental, asociación, fundación, comité, incluid las entidades irregulares, 
donativos, dádivas, presentes, promesas, derechos, cuotas, contribuciones, 
rentas, intereses, ventajas, sueldos, gratificaciones, beneficios inmateriales o 
beneficios económicos indebidos u otro bien de orden material, con el fin de que 
como contraprestación, faltando al deber inherente a sus funciones, omita o 
cometa un acto que permita favorecerse a sí mismo o a un tercero, en el curso de 
actividades económicas, financieras o comerciales. 

Si los sujetos señalados en el primer y segundo párrafo, ejecutan los actos o no 
realizan el acto debido, serán sancionados con pena privativa de libertad de siete 
a diez años. 

Serán sancionados eón la misma pena del párrafo anterior, los sujetos descritos 
en el primer y segundo párrafo, que en el curso de actividades económicas, 
financieras o comerciales, intencionalmente abusen, se apropien, distraigan o 
dispongan arbitrariamente de bienes muebles o inmuebles, dineros públicos o 
privados, efectos que los representen, piezas, títulos o documentos que estén en 
su poder en virtud o razón de su cargo. 

Se aplicará el máximo de la pena para la conducta señalada si se comprueba 
beneficio económico o inmaterial a un tercero; cuando se realice aprovechándose 
de una declaratoria de emergencia o estado de excepción; o, cuando las 
contrataciones se efectúen directa o indirectamente con el sector público y por 
ende existan recursos del Estado de por medio. 

En caso de determinarse responsabilidad de la persona jurídica será sancionada 
con la disolución y liquidación y el pago de una multa de quinientos a mil 
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salarios básicos unificados del trabajador en general, sin embargo, si solo se 
benefició la persona natural responsable o terceros ajenos a la persona jurídica 
involucrada, la responsabilidad no recaerá sobre la persona jurídica." 

Artículo 16.- A continuación del artículo 422, incorpórese el siguiente artículo: 

"Art. 422.1.- Deber ciudadano de denunciar.- Todo ciudadano que en el 
desempeño de su actividad, conociere de la comisión de un presunto delito de 
obstrucción de la justicia, peculado, enriquecimiento ilícito, cohecho, concusión, 
tráfico de influencias, oferta de tráfico de influencias, testaferrismo, sobreprecios 
en contratación pública, lavado de activos, asociación ilícita, delincuencia 
organizada; actos de corrupción en el sector privado, acoso sexual, abuso sexual 
y demás delitos contra la integridad sexual y reproductiva, en especial cuando las 
víctimas sean niños, niñas y adolescentes, denunciará dichos actos de manera 
inmediata a las autoridades competentes. 

Los nombres, apellidos y demás datos de identidad del denunciante serán 
considerados información reservada, debiendo protegerse esta información por 
parte de las instituciones responsables y así garantizar la protección de la 
identidad de la persona que denuncia." 

Artículo 17.- Refórmese el primer párrafo del artículo 430.1 en los siguientes 
términos: 

"Art. 430.1.- Denuncia con reserva de identidad.- La denuncia o información 
por delitos de peculado, enriquecimiento ilícito, concusión, cohecho, tráfico de 
influencias, oferta de realizar tráfico de influencias, y testaferrismo; obstrucción 
de la justicia, sobreprecios en contratación pública, actos de corrupción en el 
sector privado; así como lavado de activos, asociación ilícita, delincuencia 
organizada, producción y tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a 
fiscalización, enriquecimiento privado no justificado, trata de personas, tráfico 
ilícito de migrantes o sicariato, acoso sexual, abuso sexual y demás delitos contra 
la integridad sexual y reproductiva, en especial cuando las víctimas sean niños, 
niñas y adolescentes, por razones de seguridad, podrá presentarse con reserva de 
la identidad de la o el denunciante. Esta denuncia será registrada con un código 
alfa numérico especial que identifique a la perso'na denunciante y con el 
propósito de preservar la integridad física, psicológica y material, así como las 
condiciones laborales actuales del denunciante y su familia." 

Artículo 18.- Sustitúyase el primer párrafo del artículo 430.2 por el siguiente: 

"Art. 430.2.- Incentivos por denuncia o información efectiva.- La persona que 
aporte con elementos probatorios que permitan la recuperación efectiva de 
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bienes, dinero, fondos, activos y beneficios que sean el producto de actividades 
ilícitas como · peculado, enriquecimiento ilícito, concusión, cohecho, tráfico de 
influencias, oferta de realizar tráfico de influencias, testaferrismo, lavado de 
activos, asociación ilícita, delincuencia organizada; obstrucción de la justicia, 
sobreprecios en contratación pública, actos de corrupción en el sector privado; 
enriquecimiento privado no justificado y producción y tráfico ilícito de sustancias 
catalogadas sujetas a fiscalización, podrá acceder a una compensación económica 
proporcional a los recursos económicos que el Estado logre recuperar, hasta un 
monto de entre el 10 % y máximo el 20 % de lo recuperado. Una vez recuperados 
los fondos y activos el juez dispondrá la entrega inmediata de los recursos." 

Artículo 19.- Al final del primer párrafo del artículo 536 agréguese la frase: 

",ni en los delitos de peculado, sobreprecios en contratación pública o actos de 
corrupción en el sector privado." 

Artículo 20.- A continuación del artículo 550 agréguese el siguiente artículo: 

"Art. 550.1.- Medida cautelar especial ante la · evasión de procedimientos de 
contratación pública en peculado.- Cuando tratándose del presunto delito de 
peculado se hayan evadido los procedimientos pertinentes de contratación 
pública, la o el fiscal podrá solicitar a la o el juzgador, previo informe favorable y 
urgente de la Contraloria General del Estado, se disponga como medida cautelar 
la suspensión provisional de la contratación que se encontrare en curso, así como 
la suspensión de pagos que se encuentren en trámite. 

Así también, la o el juzgador, podrá ordenar su reanudación total o parcial en el 
momento en que se hayan resuelto los elementos sobre los que se fundaron para 
imponer esta medida." 

Artículo 21.- Sustitúyase el numeral 2 del artículo 581, en los siguientes 
términos: 

"2. Informes: Los informes de supervisión con indicios de responsabilidad penal 
que efectúan los órganos de control, ya sean estos previos, concurrentes y/ o 
posteriores deberán ser remitidos directa e inmediatamente a la Fiscalía General 
del Estado." 

Artículo 22.- A continuación del artículo 581, agréguese el siguiente artículo: 

"Art. 581.1.- Informe de la Controlaría General del Estado.- Una vez que la 
Fiscalía conozca un informe con indicios de responsabilidad penal emitido por la 
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Contraloría General del Estado, por presuntos hechos constitutivos de los delitos 
contra la administración pública, dará inicio a las investigaciones. 

La máxima autoridad de la Fiscalía conocerá, actuará y deberá estar presente 
durante toda la investigación de los hechos que puedan constituir los delitos 
señala.dos en el inciso anterior. 

En estos casos, el informe de pertinencia y favorabilidad elaborado por la 
Contraloría General del Estado, previo a. todos los procesos de contratación 
pública, constituirá un elemento sustancial para el desarrollo de la investigación 
a que hubiere lugar. Informe que podrá ser ampliado por esta institución, a fin de 
aportar como mínimo con elementos de convicción suficientes para que proceda 
la determinación de responsabilidades penales y posterior ejercicio de la acción 
penal, de ser el caso, que sirvan para nutrir e impulsar el ejercicio de la acción 
penal, sin perjuicio de que la Fiscalía la inicie en el momento que considere 
pertinente acorde a sus atribuciones, de conformidad con la Ley de la materia. 

En ningún caso estos informes constituyen un requisito de admisibilidad o 
procedibilidad para el ejercicio de la acción penal por parte de la Fiscalía." 

Artículo 23.- Suprímase el numeral 4 del artículo 630 y a continuación del 
numeral 3 agréguese el siguiente párrafo: 

"No procederá en los casos de delitos contra la integridad sexual y reproductiva, 
violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar ni en los delitos de 
obstrucción de la justicia, peculado, enriquecimiento ilícito, cohecho, concusión, 
tráfico de influencias, oferta de tráfico de influencias, testaferrismo, sobreprecios 
en contratación pública; y, actos de corrupción en el sector privado." 

Artículo 24.- Reemplácese el último párrafo del artículo 698 por el siguiente: 

"No podrán acceder a este régimen las personas privadas de libertad que hayan 
sido condenadas por asesinato, femicidio, sicariato, delitos contra la integridad y 
libertad personal con resultado de muerte, robo con consecuencia de muerte, 
delitos contra la integridad sexual y reproductiva, trata de personas y tráfico 
ilícito de migrantes, delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo 
familiar, cohecho, concusión, peculado, enriquecimiento ilícito, obstrucción de la 
justicia, sobreprecios· en contratación pública, actos de corrupción en el sector 
privado, lavado de activos, enriquecimiento privado no justificado, delitos de 
tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización en alta y gran 
escala, terrorismo, delincuencia organizada, abigeato con resultado de muerte y 
graves violaciones a los derechos humanos y delitos contra el derecho 
internacional humanitario." 
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Artículo 25.- Sustitúyase el numeral 2 del artículo 699 por el siguiente: 

"2.- Las personas privadas de libertad que hayan sido condenadas por asesinato, 
femicidio, sicariato, delitos contra la integridad y libertad personal con resultado 
de muerte, robo con consecuencia de muerte, delitos contra la integridad sexual y 
reproductiva, trata de personas y tráfico ilícito de migrantes, delitos de violencia 
contra la mujer o miembros del núcleo familiar, cohecho, concusión, peculado, 
enriquecimiento ilícito, obstrucción de la justicia, sobreprecios en contratación 
pública, actos de corrupción en el sector privado, lavado de activos, 
enriquecimiento privado no justificado, delitos de tráfico ilícito de sustancias 
catalogadas sujetas a fiscalización en alta y gran escala, terrorismo, delincuencia 
organizada, abigeato con resultado de muerte y graves violaciones a los derechos 
humanos y delitos contra el derecho internacional humanitario." 

DISPOSICIÓN GENERAL 

ÚNICA.- La Contraloría General del Estado, para dar cumplimiento al artículo 
18.1 que se agrega con la presente Ley, deberá destinar del presupuesto 
previamente asignado a la institución, los recursos humanos, técnicos y 
económicos necesarios y suficientes. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA 

ÚNICA.- El Ejecutivo en el plazo máximo de treinta días adecuará el Reglamento 
de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, para dar cumplimiento a 
la Disposición Reformatoria Décima, que agrega a continuación del artículo 18, el 
artículo 18.1 relativo al Informe de pertinencia previo a todos los procesos de 
contratación pública, en cumplimiento con lo dispuesto en la presente Ley. 

DISPOSICIONES REFORMATORIAS 

LEY ORGÁNICA DEL SISTEMA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA 

PRIMERA.- Refórmase el artículo 6 con la incorporación de los siguientes 
numerales a continuación del numeral 9: 

"9.1. Colusión en contratación pública: Son todas las conductas, actos, 
omisiones, acuerdos, prácticas o comportamientos de proveedores, oferentes, 
contratistas, o cualquiera sea la forma que adopten, cuyo objeto o efecto sea 
impedir, restringir, falsear o distorsionar la competencia en los procedimientos de 
contratación pública. En estos casos, y en los demás que corresponda, se estará 
a las regulaciones de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder del 
Mercado. 
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9.2. Discrecionalidad en contratación pública: Cuando la normativa de 
contratación pública permita actuaciones administrativas discrecionales, las 
mismas serán ejecutadas con racionalidad y objetividad en relación con los 
hechos y medios técnicos, buscando cumplir siempre con el fin que la norma 
persigue; evitando así convertirse en una actuación arbitraria o de desviación de 

poder, en cuyo caso será observado y sancionado por los organismos de control. 
Por tal deberán ser estrictamente motivadas fundándose en situaciones fácticas 
probadas, valoradas a través de análisis e informes necesarios. 

9.3 Recurrencia en contrataciones: Se produce cuando existe identidad 
subjetiva entre los servidores públicos que llevaron a cabo un procedimiento de 
contratación pública, indistintamente de la entidad contratante, con los 
contratistas o sus accionistas, representantes legales, administradores o 
procuradores comunes, en dos o más contrataciones. El ente rector del Sistema 
Nacional de Contratación Pública identificará estas conductas, con la finalidad de 
analizar si existe una afectación a los principios del Sistema Nacional de 
Contratación Pública, y de ser el caso, poner en conocimiento de los entes de 
control respectivos. 

9.4 Vinculación: Se produce cuando existe un nexo, sea este de carácter 
económico, tecnológico, societario, de negocios, parentesco de consanguinidad o 
afinidad, asociativo, laboral, personal o social, entre los diversos actores que 
concurren en la contratación pública; y que este nexo cause un perjuicio, sea una 
conducta ilegítima que afecta al Estado, o distorsione la libre competencia, y 
afecte a los principios determinados en esta Ley. El SERCOP de forma motivada, 
y bajo los lineamientos de esta definición, detallará las vinculaciones específicas y 
aplicables a las contrataciones." 

SEGUNDA.- Refórmase el artículo 10 de la siguiente manera: 

a. Sustitúyase el numeral 16 por el siguiente: 

"16. Certificar a los servidores públicos de las entidades contratantes como 
operadores del Sistema Nacional de Contratación Pública, y a las personas 
interesadas en ingresar al servicio público, a fin de avalar sus conocimientos y 
habilidades. Todo servidor público que participa en las fases del procedimiento de 
contratación, deberá estar certificado conforme este numeral;" 

b. Sustitúyase el numeral 18 por los siguientes: 

"18. Requerir la aplicación inmediata del régimen disciplinario previsto en la Ley 
Orgánica del Servicio Público a la máxima autoridad de una entidad contratante, 
cuando un servidor/ a haya realizado una conducta que atente o violente la 
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normativa o princ1p1os del Sistema Nacional de Contratación Pública; sin 
perjuicio de la notificación a los órganos de control respectivos. 

19. Analizar y controlar todos los procesos de contratación pública, y en torno a 
este análisis emitir las recomendaciones de cumplimiento obligatorio o tomar 
acciones concretas según corresponda, así como poner en conocimiento de los 
organismos de control de ser pertinente, sin perjuicio de las demás establecidas 
en la normativa aplicable; 

20. El ente rector del Sistema Nacional de Contratación Pública coadyuvará en la 
identificación de conductas de colusión en contratación pública, con la finalidad 
de que sean sancionadas por los entes de control competentes. 

21. Las demás establecidas en la presente Ley, su Reglamento General y demás 
normas aplicables." 

TERCERA.- Sustitúyase el artículo 15 por el siguiente: 

"Art. 15.- Subsistema Nacional de Control.- Dentro del Sistema Nacional de 
Contratación Pública -SNCP- existirá el Subsistema Nacional de Control, 
conformado por todos los organismos y entidades que efectúen control 
gubernamental, en relación con cualquier actuación o contratación efectuada al 
amparo de esta Ley, por parte de cualquier actor del Sistema Nacional de 
Contratación Pública. 

Conformarán este subsistema, entre otras, la Contraloría General del Estado, 
Procuraduría General del Estado y Fiscalía General del Estado, el ente rector del 
Sistema Nacional de Contratación Pública, el Consejo de Participación Ciudadana 
y Control Social, y las superintendencias acordes a la materia, a efectos de lo cual 
estas entidades deberán suscribir los convenios interinstitucionales que se 
requiera. 

El Subsistema Nacional de Control tendrá como deber efectuar un control 
coordinado, articulado, interconectado, permanente y eficaz de cualquier 
situación o irregularidad que se presentare en la contratación pública, conforme 
el ámbito de competencias de cada entidad. Será esencial la implementación de 
herramientas, normativa, alertas, análisis o cualquier mecanismo de innovación 
que permita combatir la corrupción. 

Corresponde a los organismos de control del Estado, dentro del marco de sus 
atribuciones, realizar los controles a los procedimientos de contratación pública 
efectuados por las entidades contratantes. 



Miércoles 17 de febrero de 2021Registro Oficial - Segundo Suplemento Nº 392

21 

El ente rector del Sistema Nacional de Contratación Pública informará a la 
Contraloría General del Estado, Superintendencia de Control del Poder de 
Mercado, Procuraduría General del Estado, y demás entidades de control y 
regulación en el ámbito de sus competencias, cada vez que conozca el 
cometimiento de infracciones a lo dispuesto en esta Ley. Esta información será 
púbHca y se reportará en el Portal de Compras Públicas. 

Si resultado del ejercicio de control se conociera de la comisión de un presunto 
delito, se pondrá en conocimiento de la Fiscalía General del Estado. 

Las entidades mencionadas en el inciso anterior, actuarán conforme a sus 
competencias y atribuciones una vez recibida la notificación del ente rector del 
Sistema Nacional de Contratación Pública, sin perjuicio de su actuación de oficio. 

El control gubernamental en el Sistema Nacional de Contratación Pública será 
oportuno, y no será obstaculizado ni impedido por ninguna autoridad 
administrativa o judicial." 

CUARTA.- Refórmase el artículo 19 agregando al final del artículo el siguiente 
párrafo: 

"Las sanciones por contratista incumplido o adjudicatario fallido, así como las 
que constan en las infracciones y sanciones previstas en esta Ley, se aplicará 
inclusive a los representantes legales de las personas jurídicas, pero únicamente 
al representante que haya actuado en calidad de tal, en el período en que se 
generaron las acciones que motivaron la sanción." 

QUINTA.- A continuación del artículo 22, agréguese el siguiente artículo: 

"Art. 22.1.- Procedimiento para la obtención del informe de pertinencia y 
favorabilidad previo a todas las contrataciones públicas.- El procedimiento 
para la obtención del informe de pertinencia y favorabilidad, previo a toda 
contratación pública, otorgado por la Contraloría General del Estado, conforme a 
lo determinado en la Ley de la materia, será el siguiente: 

l. La máxima autoridad de la entidad contratante inmediatamente conozca de la 
necesidad de realizar la contratación pública, deberá notificar a la Contraloría 
General del Estado con la solicitud de informe previo para esta contratación, 
adjuntando toda la documentación de respaldo que tenga en su poder; 

2. Una vez realizada dicha notificación, la misma deberá ser atendida en el plazo 
máximo de 15 días, contados a partir de la notificación de la solicitud realizada 
por la entidad contratante; y, en el caso de los procesos bajo el régimen especial, 
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de emergencia o estado de excepción, el plazo para su entrega será de 72 horas, 
contados a partir de la notificación de la solicitud; 

3. El informe previo deberá ser comunicado inmediatamente a la entidad 
solicitante y al Servicio Nacional de Contratación Pública; y, será publicado en las 
páginas web de la Contraloría General del Estado y la de la entidad contratante; 

4. En caso de determinarse la pertinencia y favorabilidad para que proceda esta 
contratación pública, se podrá continuar de manera regular con el resto del 
procedimiento establecido para el efecto en la Ley; 

5. De existir algún tipo de irregularidad en la contratación que se pretende 
efectuar, se suspenderá temporalmente la misma, hasta que la entidad 
contratante la subsane ó aclare en el plazo máximo de cuarenta y ocho horas. De 
no hacerlo, se dejará constancia de dicho particular en el informe y se notificará 
inmediatamente con el mismo a la Fiscalía General del Estado, quien de 
encontrar elementos de convicción suficientes, dará inicio a las investigaciones 
que considere pertinentes, y en caso de encontrar elementos de convicción 
suficientes, podrá activar el ejercicio de la acción penal pública• conforme las 
reglas vigentes, sin perjuicio de que en uso de sus atribuciones constitucionales y 
legales, pueda activar el ejercicio de la acción penal pública en cualquier 
momento." 

SEXTA.- Sustitúyase el artículo 57 por el siguiente texto: 

"Art. 57.- Declaratoria de emergencia.- Para atender las situaciones de 
emergencia definidas en esta Ley, previamente a iniciarse cualquier contratación, 
la máxima autoridad de la entidad contratante deberá emitir una resolución 
motivada que declare · 1a emergencia para justificar las contrataciones, dicha 
resolución se publicará de forma inmediata a su emisión en el portal de 
COMPRAS PÚBLICAS. La facultad de emitir esta resolución no podrá ser 
delegable. El SERCOP establecerá el tiempo de publicación de las resoluciones 
emitidas como consecuencia de acontecimientos graves de carácter 
extraordinario, ocasionados por la naturaleza o por la acción u omisión del obrar 
humano. 

Para el efecto, en la resolución se calificará a la situación de emergencia como 
concreta, inmediata, imprevista, probada y objetiva, así mismo se declarará la 
imposibilidad de realizar procedimientos de contratación comunes que permitan 
realizar los actos necesarios para prevenir el inminente daño o la paralización del 
servicio público. 
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El plazo de duración de toda declaratoria de emergencia no podrá ser mayor a 
sesenta (60) días, y en casos excepcionales podrá ampliarse bajo las 
circunstancias que determine el SERCOP. 

Art. 57.1.- Contrataciones de emergencia.- La entidad contratará bajo 
responsabilidad de la máxima autoridad, las obras, bienes o servicios, incluidos 
los de consultoría, que se requieran de manera estricta para superar la situación 
de emergencia. Podrá, inclusive, contratar con empresas extranjeras sin requerir 
lo"s requisitos previos de domiciliación ni de presentación de garantías; los cuales 
se cumplirán una vez suscrito el respectivo contrato, sin que se excluya de este 
tipo de procesos la entrega de garantías indispensables para el buen uso de 
recursos públicos, que fueren pertinentes acorde a la Ley. 

Las contrataciones que se efectúen producto de la declaratoria de emergencia 
tendrán relación directa y objetiva con el problema o situación suscitada. No se 
podrá utilizar la emergencia para realizar contrataciones que se encontraban 
planificadas en la entidad, salvo que la contratación fuese estrictamente 
necesaria y tenga relación directa con la situación de emergencia. 

En ningún caso las contrataciones realizadas bajo este procedimiento serán 
usadas para solventar las om1s10nes o deficiencias en la planificación 
institucional; o, evadir los procedimientos de contratación pública. 

Tampoco se podrá realizar contrataciones cuyo plazo de ejecución contractual se 
extienda más allá del tiempo previsto para la declaratoria de emergencia; caso 
contrario, este tipo de contrataciones constituirán la presunción de hecho de que 
la contratación no fue necesaria para superar la situación de emergencia. 

En cada contratación, la entidad contratante tendrá en cuenta la experiencia, 
capacidad económica y jurídica del proveedor seleccionado, salvo en situaciones 
excepcionales donde por extrema urgencia y necesidad de disponibilidad 
inmediata para proteger derechos constitucionales como la vida, la salud o la 
integridad personal, se deba obviar justificadamente estos requisitos. Toda 
contratación de emergencia deberá contar con la disponibilidad de recursos 
financieros. 

De forma ágil, rápida, transparente y sencilla, la entidad levantará los 
requerimientos técnicos o términos de referencia; posterior a esto, procederá a 
analizar el mercado para que, a través de una selección de proveedores 
transparente, defina al contratista, procurando obtener los mejores costos según 
la naturaleza del bien, servicio, obra o consultoría, y teniendo en cuenta al tiempo 
de entrega y/ o forma de pago corno parámetros para definir el mejor costo. 
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La entidad contratante recopilará toda la información generada, por cualquier 
medio en un expediente que servirá para el respectivo control gubernamental. 

Las entidades contratantes publicarán conforme sean expedidos y de manera 
inmediata: la resolución de declaratoria de emergencia, los contratos o 
documentos que instrumenten las contrataciones en situación de emergencia, así 
como informes parciales de dichas contrataciones a efectos de llevar a cabo el 
control previsto en el artículo 14 de la Ley. 

La realización de contrataciones por situación de emergencia, no exime a las 
entidades contratantes de aplicar también las disposiciones que regulan las 
etapas contractuales y de ejecución contractual, siempre y cuando dichas 
disposiciones no atenten contra la naturaleza ágil, inmediata, rápida, 
transparente y sencilla de dichas contrataciones. En caso que se requiera 
determinados actos notariales, y que los servicios notariales en el país no 
estuviesen disponibles, se utilizarán instrumentos privados, fedatarios 
administrativos y/ o se postergará estas actuaciones, según sea el caso, hasta que 
estos servicios vuelvan a la normalidad. 

Durante los procedimientos contractuales que se realicen por situaciones de 
emergencia, los órganos y entidades del Estado, podrán solicitar a la Contraloría 
General del Estado el respectivo asesoramiento, sin que dicha asesoría implique 
vinculación en la toma de decisiones. 

Art. 57.2.- Cierre y control de la emergencia.- En todos los casos, una vez 
superada la situación de emergencia, la máxima autoridad de la entidad 
contratante publicará en el Portal de COMPRAS PÚBLICAS un informe que 
detalle las contrataciones realizadas y el presupuesto empleado, con indicación 
de los resultados obtenidos. En caso de incumplimiento de las publicaciones de 
la resolución de emergencia, los contratos derivados de la misma o los informes 
señalados en este artículo, el SERCOP notificará a la Contraloría General del 
Estado este particular, en el término máximo de diez (10) días contados desde la 
fecha de emisión del respectivo informe. 

En las contrataciones en situación de emergencia, el SERCOP, la Contraloría 
General del Estado o la Procuraduría General del Estado podrán en cualquier 
momento iniciar las acciones de control necesarias para garantizar el 
cumplimiento de las reglas y principios de esta Ley, por lo que, podrá recomendar 
a la entidad contratante la suspensión de cualquier actuación o inclusive de la 

declaratoria de emergencia." 
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SÉPTIMA.- Refórmase el artículo 63 agregando a continuación del numeral 5 el 
siguiente numeral: 

"6. Los oferentes que, con respecto a su participación durante el procedimiento 
precontractual, el SERCOP haya determinado la existencia de una vinculación de 
conformidad con lo previsto en las definiciones de esta Ley." 

OCTAVA.- Refórmase el artículo 106 agregando a continuación el siguiente 
artículo: 

"Art. 106.1.- Suspensión de los procedimientos por vinculación.- El SERCOP 
podrá suspender los procedimientos de contratación en los cuales exista 
vinculación según lo determinado en esta Ley. 

La entidad contratante descalificará a los proveedores participantes en los 
procedimientos de contratación pública si se hallaren vinculaciones según las 
disposiciones vigentes de la presente Ley." 

NOVENA.- Sustitúyase la Disposición General Primera por el siguiente texto: 

"Primera.- Infracciones a la ley.- Toda infracción a la presente Ley cometida por 
autoridades, funcionarios, empleados públicos o privados o cualquier persona 
que actúe o haya intervenido en el procedimiento de contratación a nombre de las 
Entidades Contratantes será considerada por la Contraloría General del Estado 
en los procesos de auditoría respectivos para determinar las responsabilidades 
administrativas y/ o civiles culposas e indicios de responsabilidad penal a que 
hubiera lugar. 

Sin perjuicio de lo anterior, la autoridad nominadora de la entidad contratante a 
la que pertenezca el servidor o funcionario deberá iniciar el régimen disciplinario 
respectivo en el plazo de diez (10) días contados a partir de que tuvo conocimiento 
de este particular e informará al SERCOP sobre los resultados del mismo." 

LEY ORGÁNICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO 

DÉCIMA.- A continuación del artículo 18, agréguese el siguiente artículo: 

"Art. 18. 1.- Informe de pertinencia previo a todos los procesos de 
contratación pública.- La Contraloría General del Estado emitirá un informe de 
pertinencia, como requisito previo a la suscripción de los procesos de 
contratación pública determinados en la ley de la materia, por parte de las 
entidades y organismos del sector público, incluyendo las empresas públicas y 
subsidiarias, los financiados con préstamos y/ o cooperación internacional, o que 
se encuentren bajo el régimen especial, en el marco de una declaratoria de 
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emergencia o estado de excepc1on. Sin perjuicio de que, posteriormente, pueda 
realizar los controles previstos para estos procedimientos de contratación. 

El objetivo del informe es determinar la pertinencia y favorabilidad para la 
consumación de la contratación pública. Se regirá bajo los principios de 
legalidad, celeridad y transparencia; y analizará la pertinencia de la contratación, 
conforme a los parámetros establecidos en la Ley Orgánica del Sistema Nacional 
de Contratación Pública; y, de manera específica, analizará el presupuesto 
referencial, el monto de la contratación, el tipo de la contratación, el plazo, la 
legalidad y la transparencia de la contratación pública. 

Este informe se entregará en el plazo máximo de quince (15) días, contados a 
partir de la notificación de la solicitud realizada por la entidad contratante; y, en 
el caso de los procesos bajo el régimen especial, de emergencia o estado de 
excepción, el plazo para su entrega será de setenta y dos (72) horas, contados a 
partir de la notificación de la solicitud realizada por la entidad contratante. 

Si transcurrido el plazo la Contraloría General del Estado no entrega el informe 
de pertinencia, se considerará como favorable para proceder con la contratación, 
y constituirá causal de destitución del funcionario a cargo del Informe. 

Para la suscripción de contratos y convenios de deuda pública o externa, no será 
necesario el informe previo de pertinencia. 

En ningún caso se podrá excepcionar de este requisito previo a la suscripción de 
contratos que se suscriban en el marco de una declaratoria de emergencia o 
estado de excepción. 

La Contraloría General del Estado determinará los documentos que deban 
adjuntarse a la solicitud. Si la entidad contratante no los adjunta, están 
incompletos o son imprecisos, se devolverá la solicitud, y el término será contado 
a partir de la fecha en que se cumpla lo dispuesto en este artículo. 

Una vez emitido el informe previo por parte de la Contraloría General del Estado, 
las entidades y organismos del sector público podrán proceder a la celebración 
del contrato correspondiente, tomando en cuenta las observaciones que se 
hubieren formulado. 

Es obligación de la autoridad nacional de contratación pública informar a la 
Contraloría General del Estado, cada vez que conozca sobre el incumplimiento de 
lo señalado en este artículo." 
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DÉCIMA PRIMERA.- A continuación d~l primer párrafo del artículo 71, agréguese 
lo siguiente: 

"La determinación de responsabilidades administrativas y civiles culposas e 
indicios de responsabilidad penal en los casos en que se pn~suma la existencia de 
delitos de peculado, cohecho, concusión y enriquecimiento ilícito, estará sujeta a 
los plazos y caducidades establecidas en este artículo. 

DISPOSICIÓN FINAL 

ÚNICA.- La presente Ley, entrará en vigencia en ciento ochenta días a partir de 
su publicación en el Registro Oficial. 

Dado y suscrito, a los once días del mes de febrero del año dos mil veinte y uno. 

■'_._;'l!l .. 
. . . . 

l!l . . 

ARQ. PATRICIO DONOSO CHIRIBOGA 
Segundo Vicepresidente en ejercicio de la Presidencia 

DR. JAVIER RUBIO DUQUE. 
Secretario General 
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